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UGT y CC OO presionan al PSOE para 
que no pacte con el PP a sus espaldas 

Los sindicatos advierten a los socialistas contra los 
acuerdos alcanzados con el PP 

Madrid 30 ENE 2017 - 00:18 CET  

Ampliar foto Javier Fernández, con Ignacio Fernéndez Toxo y Pepe Álvarez. ÁLVARO GARCÍA  

Los líderes de CC OO y UGT, Ignacio Fernández Toxo y Pepe Álvarez, 
respectivamente, han advertido al PSOE, a través de su gestora, de que no será posible 
que compatibilicen sus acuerdos con el gobierno del PP con la colaboración o 
aquiescencia con los sindicatos si estos no participan de los mismos. Las cartas se 
pusieron boca arriba en una reunión sin publicidad celebrada el pasado 19 de enero en la 
sede federal del PSOE, solicitada por los sindicatos después de que los socialistas 
pactaran la subida del Salario Mínimo Interprofesional a su espalda. "Nos abocáis a la 
calle", les dijeron 

Antes de que pasara más tiempo los secretarios generales de los sindicatos mayoritarios 
han querido "clarificar" con la actual dirección del PSOE qué pueden esperar de ellos si 
mantienen una línea de acuerdos con el gobierno al margen de las cenrales mayoritarias. 
"Si la senda escogida por el PSOE es la del Salario Mínimo Interprofesional, cuya 
subida se alcanzó con el gobierno cuando estábamos nosotros en plena negociación no 
podrán contar con nosotros". Esta es la primera apreciación que ambos sindicalistas 
expresaron en la tarde del 19 de enero ante el presidente de la comisión gestora, Javier 
Fernández; el portavoz, Mario Jiménez; y el presidente y portavoz del Grupo 
Parlamentario Socialista, Antonio Hernando. La reunión, celebrada en la sede federal 
del PSOE de la calle Ferraz, de Madrid, tuvo un comienzo "franco y duro" aunque fue 
suavizándose a medida que se desarrollaba, según confirman fuentes de las dos partes. 

Ese encuentro se produjo el mismo día que los líderes sindicales habían comparecido en 
la comisión de Empleo del Congreso para presentar la Iniciativa Legislativa Popular, 
ILP, que solicita una renta mínima de 426 euros al mes para parados sin empleo ni 



recursos económicos, y que ha concitado la firma de más de 700.000 ciudadanos. La 
desconfianza con el PSOE se instaló en las centrales sindicales el 1 de diciembre cuando 
el exministro de Trabajo socialista Valeriano Gómez llamó a Toxo y Álvarez para 
informales de que minutos después iban a anunciar el acuerdo con el gobierno para 
subir un 8% el salario mínimo, el alza más alto en tres décadas. 

No hubo paños calientes en esa conversación toda vez que los dirigentes de los 
sindicatos mostraron su absoluta contrariedad al estar ellos en plena negociación con el 
gobierno sobre ese asunto. Tan solo tres días antes se había producido una reunión de 
ambos con el presidente de la gestora, Javier Fernández, en la que se puso de manifiesto 
una buena sintonía. Ese encuentro fue público con imágenes antes y después de la 
reunión y comparecencias de los protagonistas. Los sindicatos decidieron hablar 
directamente de nuevo con el PSOE, esta vez en secreto, para indicarles que esa idea 
inicial de colaboración no será posible si ellos optaban por saltarse a los agentes 
sociales. 

En la calle 

En esta reunión sin publicidad los líderes sindicales expresaron sin ambages a los 
dirigentes socialistas que "comportamientos como el llevado con el salario mínimo 
alejaban toda posibilidad de cooperación" y en la reunión quedó esta frase de Toxo: " Si 
nos colocáis en la esquina del tablero nos abocáis a la calle". 

No es esa la intención de la dirección provisional del PSOE sino que querrían llegar de 
la mano de los sindicatos a los máximos logros socioeconómicos . Así lo manifestaron 
en la reunión aunque el escepticismo se ha colocado en las centrales al ver a la dirección 
del PSOE volcada en aparecer como el único protagonista en la consecución de medidas 
que cede el gobierno. "Nada ocurre en el Parlamento que no quiera el PSOE", reiteran 
los dirigentes socialistas, el último fue Eduardo Madina, coordinador del área política 
de la ponencia marco que se debatirá en el congreso del partido. Los sindicatos 
entienden la situación del PSOE y su necesidad de "colgarse medallas" pero ellos no 
pueden hacer dejación de sus competencias y sus responsabilidades. Y seguirán el 
comportamiento del PSOE con la máxima atención. 

Ahora quieren ver su comportamiento respecto a los presupuestos del Estado para este 
año. En esa reunión los dirigentes socialistas les aseguraron que no los aprobarán. 

 

 

 



http://www.larazon.es/econ
omia/ 
El Comité de Sabios de Empleo 
«entierra» el contrato único  

• Los expertos desaconsejan su implantación en el 
marco de la sentencia sobre la precariedad laboral 
en la Administración pública 

ETIQUETAS 

Sergio Alonso,  @SergioAlonsoPue Madrid.  

 

La reforma integral que persigue acabar con la intestabilidad laboral de los trabajadores 
interinos en España tendrá que esperar. Dos meses y medio después de constituirse, el 
Comité de Sabios auspiciado por el Ministerio de Empleo y Seguridad Social para 
efectuar recomendaciones dirigidas a adaptar la legislación española a la sentencia 
formulada el pasado mes de septiembre por el Tribunal Superior de Justicia de la UE ha 
entrado en la fase final de sus trabajos, aunque sobrepasará posiblemente con creces el 
plazo de este 31 de enero fijado anteriormente para cerrar las conclusiones. 



A falta de mantener nuevas reuniones –la primera de las cuales podría celebrarse este 
mismo lunes–, sus seis integrantes han llegado al acuerdo de que habrá que esperar a la 
respuesta de las cuestiones prejudiciales planteadas a la Justicia europea por dos 
órganos judiciales de Madrid y Galicia, en las que demandan clarificar el contenido del 
histórico fallo para proponer un cambio sustancial definitivo al grave problema que 
afecta a este tipo de empleados, especialmente en el ámbito de las administraciones 
públicas. 

Fuentes de este órgano remarcaron ayer a LA RAZÓN el consenso alcanzado en este 
sentido, a la vista de las profundas dudas de interpretación suscitadas en la Justicia 
española y entre los propios especialistas en Derecho Laboral por el contenido de la 
sentencia. El otro gran acuerdo logrado por los miembros consiste en el rechazo a la 
implantación de un contrato único en el ámbito debatido aprovechando el cambio legal 
que se avecina tras el fallo, pese a las propuestas formuladas en este sentido por dos 
partidos políticos, UpyD primero y Ciudadanos después, y por un sector de la patronal 
CEOE. Al final, los expertos que integran el Comité desaconsejan el establecimiento de 
dicho contrato ceñido a la parte afectada por la sentencia, por entender de forma más o 
menos común que el ámbito laboral a regular es muy heterogéneo y que dicha 
regulación extralimitaría el mandato judicial europeo plasmado en el fallo. En palabras 
de un miembro de la comisión: «Ahora no toca». 

Rechazo de Toxo 

La oposición aprovechará la circunstacia sobrevenida por la sentencia europea para 
proceder a una unificación de contratos en la legislación que ya había sido formulada 
por anterioridad por los secretarios generales de las centrales UGT y CC OO. Ignacio 
Fernández Toxo llegó incluso a denunciar que esa unificación perseguía en realidad 
abaratar aún más los costes del despido, apuntando que su sindicato la rechazaría 
cuando se procediera a su debate en este contexto. 

En el resto de los puntos debatidos, la disonancia se ha acentuado durante los últimos 
diez días, de acuerdo con las mismas fuentes, intensificada por los representantes 
propuestos por los sindicatos en el Comité. Durante estos dos meses y medio de trabajo, 
los seis especialistas en Derecho Laboral han debatido largo y tendido sobre la cuantía 
de la indemnización que debería percibir un trabajador interino si es despedido. Sobre 
este punto, las diferencias se han acentuado con el paso de los días hasta el punto de 
que, hasta ayer, los representantes propuestos por los empresarios defendían que se 
moviera en la franja de los 12 días por año trabajado, recordando que en países como 
Alemania o Reino Unido no existen indemnizaciones para los trabajadores interinos. 
Por su parte, los representantes de los sindicatos estaban enrocados en los 20 días ya 
vigentes en España desde la aprobación de la reforma laboral. 

Puntos de fricción 

Éstos y otros puntos de fricción podrían prorrogar las difusión de las conclusiones aún 
más tiempo. Hace tres días se esperaba que el lunes o el martes de la próxima semana, 
como muy tarde, hubiera un informe definitivo, pero la falta de consenso llevó ayer a 
algunos miembros de la comisión a apuntar la posibilidad de exceder este plazo. 



Ayer mismo, UGT difundió que en la Mesa de la Función Pública, que se celebrará 
pasado mañana, llevará el espinoso asunto de la precariedad en la Administración 
pública. Según sus datos, sólo en el Sistema Nacional de Salud (SNS) se contabilizan 
170.000 trabajadores en situación de interinidad, lo que representa un 35% de la 
plantilla total. En educación pública, uno de cada cuatro docentes de enseñanza no 
universitaria es interino. 

Como ya informó el Ministerio de Empleo, el grupo de expertos encargados de evaluar 
la precariedad laboral en la Administración al hilo de la sentencia europea está 
coordinado por Alfredo Montoya Melgar, y entre los participantes figuran Jordi García 
Viña, José María Miranda Boto, Joaquín Pérez Rey, Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-
Ferrer, y Teresa Díaz de Durán. 

 

TRAS LAS MARCHAS CIUDADANAS 

La situación de la sanidad andaluza llega 
esta semana al Parlamento 

El PP critica falta de gasto y Díaz pide que no se 
desprestigie «para hacer negocio». Aquilino Alonso 
explicará las medidas tomadas para mejorar la 
atención sanitaria 

EFE  
30/01/2017  

El pleno del Parlamento de Andalucía dedicará esta semana su primera jornada, el 
miércoles a la comparecencia del consejero de Salud, Aquilino Alonso, sobre la 
situación de la sanidad pública a petición propia y también por iniciativa de todos los 
grupos representados en la Cámara. 

Alonso, que comparece por propia iniciativa para explicar «la realidad de la situación 
sanitaria en Andalucía y de las medidas que se están tomando para mejorar la atención 
sanitaria», contestará, en debate conjunto, a las peticiones de comparecencia de los 
grupos socialista, del PP, de Ciudadanos, Podemos e IU. 

Ciudadanos le ha preguntado por «las medidas urgentes» que su departamento ha 
adoptado «para solucionar la problemática actual de la sanidad pública andaluza», 
mientras que IU le pide que valore «las movilizaciones en defensa de la sanidad 
pública». 



También la presidenta de la Junta, Susana Díaz, contestará el jueves a una pregunta del 
líder andaluz de IU, Antonio Maíllo, sobre la «mejora» de la sanidad pública andaluza. 
A la presidenta se le han planteado otras cuestiones para que responda en el pleno, 
como, por parte de Ciudadanos y PSOE, sobre el contenido de la Conferencia de 
Presidentes Autonómicos. Y sobre las actuaciones adoptadas para proteger a los 
consumidores andaluces tras las recientes decisiones judiciales sobre cláusulas suelo, 
por parte de Podemos.  

Pero el tema de la sanidad es uno de los que siguen despertando más polémica y 
enfrentamiento político. Así, el vicesecretario de Coordinación Política del PP andaluz, 
Toni Martín, denunció ayer que la Junta ejecutó en el 2016, a 30 de noviembre, «sólo un 
26% de las inversiones previstas en su Presupuesto en materia sanitaria, lo que significa 
que invirtió 3,2 euros por habitante».  

La ejecución total del presupuesto andaluz a 30 de noviembre en todos los ámbitos es 
del 80%, pero en inversiones sólo del 26%, mismo porcentaje que la ejecución sanitaria, 
lo que llevó a Martín a concluir que «detrás de un presupuesto de mentira siempre hay 
un líder de mentira», en alusión a la presidenta andaluza, Susana Díaz, a la que reprochó 
estar más pendiente de la lucha interna de su partido que de los problemas de los 
andaluces. 

Por su parte, Susana Díaz indicó ayer al PP que «no es de recibo, desprestigiar, denigrar 
y manchar la imagen de la sanidad pública andaluza para hacer negocio». En Ayamonte 
(Huelva), Díaz recordó que «han sido siete años de crisis duros» donde los 
profesionales han contribuido a sostenerlo «cobrando un 25% menos porque trabajaban 
un 25% menos y ello para que no se fuera nadie a la calle», mientras que «en otros sitios 
se vendieron hospitales». «Han sido siete años difíciles teniendo que estirar los recursos 
que había» y ««nunca escuché decir nada a los que hoy salen a la calle, a esa derecha 
que hizo negocio en Madrid, Valencia o Castilla-La Mancha». 

 
EL CONSEJO DEl MOVIMIENTO CIUDADANO CONSENSÚA SU 
PROPUESTA PARA el hospital REINA SOFÍA 

Los vecinos proponen las tarifas del 
párking 

Propone bonos y un precio que no supere los 2,5 euros 
por día 



CÓRDOBA  
28/01/2017  

El Consejo del Movimiento Ciudadano (CMC) ha enviado a la delegada de Salud la 
propuesta aprobada de forma unánime en relación al proyecto de la Junta sobre el 
aparcamiento del Reina Sofía. El CMC plantea bonos de 10 y 23 usos, a 10 y 20 euros, 
respectivamente, para usuarios que pasan largas estancias en el hospital. También 
propone tarifa plana mixta que, en la zona cubierta, será de 1,5 euros para menos de dos 
horas y de 2,50 para más y sin límite, por lo que servirá para el día entero, y en la 
descubierta, de 1 y 2 euros. El uso de urgencias será gratis para un vehículo por enfermo 
independientemente del tiempo de atención. 

El CMC estima que serán 1.500 las plazas que saldrán a concesión en el hospital Reina 
Sofía y 100 en el Provincial, además de 700 para los profesionales, 150 en viales y 45 
reservadas de uso gratuito. Además, el CMC se opone a que se use el proyecto para 
cargar costes no adecuados, como la construcción del edificio Materno-Infantil, que 
debe acometer la Junta con su presupuesto. El CMC pide que empresas de inserción 
social se encarguen de la gestión del párking o sacar a concesión el servicio priorizando 
UTES formadas por ellas. 

http://www.20minutos.es 
El Consejo del Movimiento Ciudadano 
propone mejoras para acceder al Reina Sofía 
y bonos para el aparcamiento  
(EUROPA PRESS)  

El Consejo del Movimiento Ciudadano ha remitido a la delegada territorial de Igualdad, 
Salud y Políticas Sociales de la Junta de Andalucía en Córdoba, María de los Ángeles 
Luna, una propuesta definitiva unánime sobre movilidad y accesibilidad en el Hospital 
Universitario Reina Sofía, en la que recogen distintas medidas para mejorar los accesos, 
la posibilidad de bonos para el aparcamiento y la oposición a que con dicho proyecto se 
financie el nuevo edificio del Materno-Infantil. ECO Poca actividad social ¿Qué es 
esto? 0 0 EUROPA PRESS. 27.01.2017 En este sentido, considera "muy acertado y 
necesario" definir un proyecto de mejora de la movilidad y accesibilidad, que debe ser 
"de carácter integral" y contar con una propuesta peatonal, pendiente de los desarrollos 
urbanísticos que se tienen que realizar entre el Parque Cruz Conde y el Hospital, de 
manera que insta a "abordar mientras soluciones provisionales". También, aboga por 
una propuesta ciclista, con el mantenimiento de los carriles bici necesarios para llegar al 
hospital y la existencia de aparcamiento de bicicletas vigilado o controlado; una 



propuesta de transporte público, de cara a mejorar la conexión del hospital con los 
distintos distritos mediante autobús, adecentando las paradas dentro del complejo 
hospitalario, así como mejorar las instalaciones previstas para el servicio de taxi. 
Respecto a la propuesta de acceso mediante vehículo privado, los vecinos se muestran 
de acuerdo en mejorar los accesos por la Calle San Alberto Magno y el funcionamiento 
de los aparcamientos. PUBLICIDAD Sobre el proyecto para la mejora de la 
accesibilidad y los aparcamientos, consideran "adecuado" el plan de mejora y destino de 
los espacios dedicados a aparcamientos en la condiciones técnicas y de uso establecidas. 
En total, habría en torno a 1.500 plazas de aparcamiento en el Reina Sofía y cien plazas 
en el Hospital Provincial para salir a concesión y luego habría unas 700 exclusivas para 
profesionales entre ambas zonas, 150 en viales y 45 reservadas de uso gratuito. EN 
CONTRA DE "CARGAR COSTES NO ADECUADOS" Sin embargo, los vecinos 
aclaran que están "en desacuerdo" y se oponen a que "se use este proyecto para cargar 
costes no adecuados, tales como la construcción de un edificio Materno-Infantil que 
debe acometerse con cargo a los presupuestos generales de la Junta de Andalucía", a lo 
que agregan que "debe acometerse conforme las características definidas en el Proyecto 
de Modernización Integral del hospital". En cuanto al sistema de gestión y concesión 
exclusivamente del proyecto de accesibilidad y aparcamientos, apuestan por "intentar 
primero que se pudiera llevar a cabo por empresas de inserción social o de economía 
social"; y si no es posible, "sacar a concesión el servicio con prioridad para UTES 
formadas parcialmente por empresas de inserción social y de economía social". Incluir 
asimismo, cláusulas sociales, laborales y medioambientales. En lo referido al 
procedimiento de concesión, consideran que se debe "partir de unos condicionantes de 
tarifas", de modo que el uso de urgencias será "siempre gratuito para un vehículo por 
enfermo, independientemente del tiempo de atención"; el uso del resto de las zonas que 
salen a concesión tendrán "una tarifa plana-mixta, de forma que para un uso inferior a 
dos horas, "el coste no superará como máximo el de ida y vuelta del autobús, vía bono -
unos 1,50 euros, con IVA incluido- y a partir, y sin límites de tiempo, siempre que se 
acredite que se ha estado en un servicio del Reina Sofía, el coste de dos billetes de 
autobús como máximo -unos 2,50 euros, con IVA Incluido-". Al hilo de ello, precisan 
que "las posibles subidas a establecer lo serán también en función del coste del 
autobús". Para las zonas no cubiertas, la tarifa máxima será de un euro y dos euros, con 
el IVA incluido, respectivamente. Además, creen que "se debe impedir el uso del 
aparcamiento a quien no vaya a usar las instalaciones del Reina Sofía o, e su caso, se 
puede establecer una tarifa liberalizada". Por otra parte, destacan que el aparcamiento 
vigilado o controlado de bicicletas o motocicletas será "gratuito". Para los usuarios 
continuados o de estancia larga del hospital, bien enfermos o cuidadores, se establecerán 
bonos de diez usos a diez euros, con IVA incluido, y de 23 usos a 20 euros, con IVA 
incluido. En este sentido, entienden como tarifa por uso el poder acceder al 
aparcamiento durante 24 horas "tantas veces como sea necesario", a lo que apostillan 
que "se debe asegurar a los usuarios de bonos que siempre encontrarán aparcamiento 
adecuado" y que el hospital y la empresa adjudicataria deberán "determinar un modo 



sencillo de identificación de los usuarios para acceder al aparcamiento". Entretanto, el 
Consejo del Movimiento Ciudadano entiende que "corresponde a los representantes 
sindicales la definición de los aparcamientos y sus condiciones de uso, que sean para los 
trabajadores". 
 

 

PRESENTAN UNA PROPOSICIÓN NO DE LEY 

El PSOE pide al Gobierno que suba el 
número de empleados públicos 

Serrano critica que se esté muy por debajo de la media 
europea 

REDACCIÓN   
30/01/2017  

El PSOE ha pedido al Gobierno central, que preside Mariano Rajoy, a través de una 
proposición no de ley que «de manera urgente disponga las partidas presupuestarias 
necesarias en 2017 y en años sucesivos para llevar a cabo las correspondientes ofertas 
de empleo público» hasta situar el número de funcionarios a los niveles de Europa, 
según informó una nota del partido. 

En concreto, la diputada del PSOE por Córdoba, María Jesús Serrano, considera que el 
PP viene desde el año 2012 desarrollando una política de reducción de empleo público 
que está afectado «a todas las administraciones, incluidas las comunidades autónomas y 
los ayuntamientos, que se han visto obligadas a congelar sus ofertas de empleo público 
y con ellas la reposición del personal». 

Según Serrano, entre julio de 2011 y julio de 2016 se han perdido 167.280 empleos 
públicos en toda España -incluyendo la Administración Central, las comunidades 
autónomas y los organismos locales-. «Según datos de la Comisión Europea, España 
está entre los diez países de la Unión Europea con menor gasto por empleo público, 
contando a los funcionarios y al personal contratado, en función del porcentaje de PIB», 
ha asegurado la diputada socialista, que ha añadido que la media de la eurozona se sitúa 
en el 49,9% y en nuestro país está en el 43,4%. 

Serrano, además, destaca el envejecimiento de plantillas, ya que alrededor del 25% de 
los funcionarios españoles, 119.000, superan los 50 años de edad y más de 27.000 están 
a las puertas de la jubilación. 



 

El PSOE pide que el número de 
empleados públicos crezca al nivel de la 
media europea 

• Serrano reprocha al Gobierno de Rajoy "su política de no reposición de 
funcionarios" 

El Día 30 Enero, 2017 - 02:41h  

El PSOE ha pedido al Gobierno de Rajoy, a través de una proposición no de ley, que de 
manera urgente disponga las partidas presupuestarias necesarias en 2017 y en años 
sucesivos para llevar a cabo las correspondientes ofertas de empleo público hasta situar 
el número de funcionarios a los niveles de Europa. La diputada del PSOE por Córdoba 
María Jesús Serrano explicó que el PP viene, desde el año 2012, desarrollando una 
política de reducción de empleo público que está afectado "a todas las administraciones 
públicas, incluidas las comunidades autónomas y los ayuntamientos, que se han visto 
obligadas a congelar sus ofertas de empleo público y con ellas la reposición del personal 
que se jubilaba o dejaba su trabajo en los servicios públicos". Así, según Serrano, entre 
julio de 2011 y julio de 2016, se han perdido 167.280 empleos públicos en toda España 
-incluyendo la Administración Central, las comunidades autónomas y los organismos 
locales-.  

"Según datos de la Comisión Europea, España está entre los diez países de la Unión 
Europea con menor gasto por empleo público, contando a los funcionarios y al personal 
contratado, en función del porcentaje de PIB", aseguró la diputada socialista, que añadió 
que la media de la eurozona se sitúa en el 49,9% y España está en el 43,4%. Por otra 
parte, Serrano destacó que alrededor del 25% de los funcionarios españoles, es decir 
119.000, superan los 50 años de edad y más de 27.000 están a las puertas de la 
jubilación lo que significa que "el problema de falta de personal se agravará hasta situar 
algunas plantillas en un escenario insostenible". Serrano destacó que "esta situación de 
pérdida de efectivos y envejecimiento de plantillas" afecta a todos los ministerios y 
organismos autónomos, "pero muy especialmente a Instituciones Penitenciarias, 
Seguridad Social, Patrimonio Nacional, Agencia Tributaria, Inspección de Trabajo, 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, Fuerzas Armadas y Administración de 
Justicia, es decir, "instituciones y organismos claves dentro de un Estado social, 
democrático y de derecho".  

Ante esta situación, según señaló, Hacienda ha asegurado que se están cubriendo las 
vacantes de manera progresiva, si bien admite que "no ha llegado a toda la 
Administración en su conjunto y que están tratando de dotar de mayor personal a los 
cuerpos que requieren un esfuerzo". En su opinión, esta medida es insuficiente porque 
"hablamos de instituciones del Estado que necesitan mantener una plantilla de 



empleados públicos que les permita conseguir los objetivos para los que fueron cread
y que además aporten una calidad en dichos servicios acordes con las necesidades de 
este tiempo". 

El PSOE pide al Gobierno que aumente 
la cifra de empleados públicos
Serrano calcula que entre julio de 2011 y julio de 2016 se han perdido 167.280 
funcionarios 

30/01/2017 02:25  

El PSOE ha pedido al Gobierno de Rajoy, a través de una Proposición no de Ley, que 
de manera urgente disponga las partidas presupuestarias necesarias en 2017 y en años 
sucesivos para llevar a cabo las correspondientes ofertas de em
el número de funcionarios a los niveles de Europa.

La diputada del PSOE por Córdoba, María Jesús Serrano, ha explicado que el PP viene, 
desde el año 2012, desarrollando una política de reducción de empleo público que está 
afectado “a todas las administraciones públicas, incluidas las comunidades autónomas y 
los ayuntamientos, que se han visto obligadas a congelar sus ofertas de empleo público 
y con ellas la reposición del personal que se jubilaba o dejaba su trabajo en los servicio
públicos”.  

Así, según Serrano, entre julio de 2011 y julio de 2016, se han perdido 167.280 empleos 
públicos en toda España –incluyendo la Administración Central, las comunidades 
autónomas y los organismos locales

“Según datos de la Comisión Europea, E
Europea con menor gasto por empleo público, contando a los funcionarios y al personal 
contratado, en función del porcentaje de PIB”, ha asegurado la diputada socialista, que 
ha añadido que la media de la eurozon
43,4%.  

Por otra parte, Serrano ha destacado que alrededor del 25 por ciento de los funcionarios 
españoles, es decir 119.000, superan los 50 años de edad y más de 27.000 están a las 
puertas de la jubilación lo que significa que “el problema de falta de personal se 
agravará hasta situar algunas plantillas en un escenario insostenible”.

Esta situación de pérdida de efectivos y envejecimiento de plantillas afecta en general a 
todos los ministerios y organismo
Penitenciarias, Seguridad Social, Patrimonio Nacional, Agencia Tributaria, Inspección 
de Trabajo, Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, Fuerzas Armadas y 

empleados públicos que les permita conseguir los objetivos para los que fueron cread
y que además aporten una calidad en dichos servicios acordes con las necesidades de 
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El PSOE ha pedido al Gobierno de Rajoy, a través de una Proposición no de Ley, que 
de manera urgente disponga las partidas presupuestarias necesarias en 2017 y en años 
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Así, según Serrano, entre julio de 2011 y julio de 2016, se han perdido 167.280 empleos 
incluyendo la Administración Central, las comunidades 

autónomas y los organismos locales-. 

“Según datos de la Comisión Europea, España está entre los diez países de la Unión 
Europea con menor gasto por empleo público, contando a los funcionarios y al personal 
contratado, en función del porcentaje de PIB”, ha asegurado la diputada socialista, que 
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Administración de Justicia, es decir, “instituciones y organismos claves dentro de un 
Estado social, democrático y de derecho”, ha aseverado Serrano.  

Ante esta situación, y según ha señalado la diputada socialista, el Ministerio de 
Hacienda ha asegurado que se están cubriendo las vacantes de manera progresiva, si 
bien admite que “no ha llegado a toda la Administración en su conjunto y que están 
tratando de dotar de mayor personal a los cuerpos que requieren un esfuerzo”. 

En opinión de María Jesús Serrano, esta medida es insuficiente porque “hablamos de 
instituciones del Estado que necesitan mantener una plantilla de empleados públicos que 
les permita conseguir los objetivos para los que fueron creados y que además aporten 
una calidad en dichos servicios acordes con las complejidades, necesidades y exigencias 
de este tiempo”.  

Por todo ello, el PSOE ha pedido al Gobierno de Rajoy que realice un análisis riguroso 
que contemple una valoración objetiva de la pérdida de calidad en la prestación de los 
servicios como consecuencia de la política de no reposición de funcionarios y 
amortización de plazas y que se haga una estimación cuantitativa de lo que ha dejado de 
percibir el Estado a través de la Agencia Tributaria por tener un funcionario por cada 
1.958 contribuyentes en vez de por cada 970, que es la media europea, desde el año 
2012 hasta ahora.  

Al mismo tiempo, los socialistas han requerido al Gobierno que realice una valoración 
objetiva de los accidentes laborales que podrían haberse evitado si el cuerpo de la 
Inspección de Trabajo y la Seguridad Social tuviera un número similar de efectivos que 
los países de nuestro entorno europeo.  

Por último, el Grupo Parlamentario Socialista ha solicitado que se realice un análisis 
riguroso sobre las necesidades reales de personal público a corto, medio y largo plazo, 
teniendo en cuenta factores como el envejecimiento de la plantilla y las futuras 
jubilaciones y marcándose como objetivo alcanzar un número de funcionarios similar a 
la media europea.  

 

PP-A critica que la inversión sanitaria de 
la Junta es de 3,2 euros por persona 

• Susana Díaz responde que "no es de recibo desprestigiar el sistema público para 
hacer negocio" 

Redacción Sevilla · jerez, 30 Enero, 2017 - 02:49h  

La Junta ejecutó en 2016, a 30 de noviembre, sólo un 26% de las inversiones previstas 
en su Presupuesto en materia sanitaria, lo que significa que invirtió realmente 3,2 euros 



por habitante, según denunció ayer el vicesecretario de Coordinación Política del PP 
andaluz, Toni Martín.  

En la misma fecha del año pasado, el PP andaluz denunció que en 2015 la ejecución 
presupuestaria en sanidad de la Junta había sido del 62% (algo más de 7 euros por 
habitante), lo que llevó a Martín a ironizar diciendo si este año que comienza esa 
ejecución de inversiones será de "ni un solo euro".  

La ejecución total del presupuesto andaluz a 30 de noviembre es del 80%, pero en 
inversiones sólo del 26%, mismo porcentaje que la ejecución sanitaria, lo que llevó a 
Martín a concluir que "detrás de un presupuesto de mentira siempre hay un líder de 
mentira", en alusión a la presidenta andaluza, Susana Díaz, a la que reprochó estar más 
pendiente de la lucha interna de su partido que de los problemas de los andaluces.  

"La partida de inversiones es con la que se puede transformar una comunidad autónoma 
y con la que se puede dinamizar la economía", recordó. Por eso se preguntó "si es éste 
el modelo que quiere exportar al resto de España, el de la parálisis administrativa", a la 
vez que lamentó que de los cien millones de euros previstos para inversión sanitaria se 
haya dejado "en el cajón" algo más de 71 millones.  

Martín calificó de "brutales" y "dramáticos" los recortes de la Junta en sanidad y citó un 
informe de CCOO según el cual desde 2010 se han perdido en Andalucía 711 plazas de 
especialistas, y la región ha sido la que más médicos ha perdido en ese periodo de toda 
España: "Susana Díaz tiene una venda en los ojos o se la quiere poner a todos los 
andaluces", aseguró.  

Marín reprochó a Díaz que los únicos problemas que admita en la sanidad pública sean 
las listas de espera y el personal de Urgencias, al enumerar los "catorce hospitales 
prometidos durante quince años", las habitaciones de tres camas, las 7.000 plazas 
perdidas de profesionales sanitarios, las pagas extra pendientes de 2013 y 2014 o que la 
región siga a la cola en gasto sanitario por habitante y número de médicos, camas 
hospitalarias y enfermeros especializados por habitante.  

Marín indicó que el gasto sanitario en Andalucía es de 1.007 euros por habitante, la 
media española de 1.252, y la del País Vasco supera los 1.500, por lo que aseguró que el 
Gobierno andaluz tiene la sanidad "abandonada" porque Díaz "se ha desentendido de 
sus obligaciones como presidenta de la Junta".  

La reacción del Gobierno andaluz no se hizo esperar. En un comunicado acusó al PP-A 
de demostrar de nuevo su "tremenda demagogia" en una "campaña de ataque" para 
"desprestigiar, dinamitar y privatizar" estos servicios. La Junta respondió que invierte 
uno de cada tres euros en sanidad, destina a este sector casi un punto del PIB más que la 
media española y cuenta con una de las carteras de servicios "más amplias" del Estado.  

En esta línea, la presidenta andaluza, Susana Díaz, indicó desde Ayamonte que "no es 
de recibo, desprestigiar, denigrar y manchar la imagen de la sanidad pública andaluza 
para hacer negocio".  



Recordó que "han sido siete años de crisis duros" donde los profesionales han 
contribuido a sostenerlo "cobrando un 25% menos porque trabajaban un 25% menos y 
ello para que no se fuera a la calle", mientras que "en otros sitios se vendieron 
hospitales". "Han sido siete años difíciles teniendo que estirar los recursos que había" y 
"nunca escuché decir nada a los que hoy salen a la calle, a esa derecha que hizo negocio 
en Madrid, Valencia o Castilla

Reconoció que "hay cosas que mej
reforzar nuestras urgencias, y a abordar las listas de espera", pero "por ello manchar 
toda la imagen de la sanidad pública no es de recibo". 

Por su parte, el coordinador general de IULV
"problema" de la sanidad andaluza "no se trata sólo de fusiones" hospitalarias como en 
el caso de Granada, sino que el modelo de sanidad "pública y universal" tiene como 
"enemigos" al PP de Rajoy y al PSOE de Díaz.

Nuevo calendario 
TTIP 
La plataforma Córdoba contra el acuerdo de libre comercio se movilizará esta semana 

CORDÓPOLIS 

30/01/2017 02:02  

La plataforma Córdoba No al TTIP se movilizará la semana del 30 de
un reparto de hojas informativas sobre los efectos negativos de los tratados de libre 
comercio e inversiones entre diferentes sectores sociales. En una primera fase el reparto 
de información se centrará en comerciantes y consumidores/as, 
sucesivas la entrega de información entre trabajadores y jóvenes.

La primera fase se desarrollará los días 30 de enero y 3 de febrero. El primer día, el 30 
de enero, el reparto de información será en la Viñuela
por este barrio a las 11:30 en la puerta principal del mercado de la plaza de la Mosca. El 
segundo día, el 3 de febrero, la plataforma comenzará la campaña informativa a las 
18,00 frente al comercio Modesta, en la avenida de Almogávares, recorriendo lo
activistas de la plataforma el barrio de Valdeolleros

Esta campaña informativa pretende explicar cuales son los principales efectos que los 
tratado conocidos como el CETA (Cánada
multilateral) tendrán sobre las condiciones de vida de la ciudadanía. 

Recordó que "han sido siete años de crisis duros" donde los profesionales han 
contribuido a sostenerlo "cobrando un 25% menos porque trabajaban un 25% menos y 
ello para que no se fuera a la calle", mientras que "en otros sitios se vendieron 
hospitales". "Han sido siete años difíciles teniendo que estirar los recursos que había" y 
"nunca escuché decir nada a los que hoy salen a la calle, a esa derecha que hizo negocio 
en Madrid, Valencia o Castilla-La Mancha".  

Reconoció que "hay cosas que mejorar; sé que tengo que obligar al gobierno y al SAS a 
reforzar nuestras urgencias, y a abordar las listas de espera", pero "por ello manchar 
toda la imagen de la sanidad pública no es de recibo".  

Por su parte, el coordinador general de IULV-CA, Antonio Maíllo, advirtió que el 
"problema" de la sanidad andaluza "no se trata sólo de fusiones" hospitalarias como en 
el caso de Granada, sino que el modelo de sanidad "pública y universal" tiene como 
"enemigos" al PP de Rajoy y al PSOE de Díaz. 
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La plataforma Córdoba contra el acuerdo de libre comercio se movilizará esta semana 

La plataforma Córdoba No al TTIP se movilizará la semana del 30 de enero para hacer 
un reparto de hojas informativas sobre los efectos negativos de los tratados de libre 
comercio e inversiones entre diferentes sectores sociales. En una primera fase el reparto 
de información se centrará en comerciantes y consumidores/as, abordando en fases 
sucesivas la entrega de información entre trabajadores y jóvenes. 

La primera fase se desarrollará los días 30 de enero y 3 de febrero. El primer día, el 30 
de enero, el reparto de información será en la Viñuela-Rescatado, comenzando la r
por este barrio a las 11:30 en la puerta principal del mercado de la plaza de la Mosca. El 
segundo día, el 3 de febrero, la plataforma comenzará la campaña informativa a las 
18,00 frente al comercio Modesta, en la avenida de Almogávares, recorriendo lo
activistas de la plataforma el barrio de Valdeolleros-Santa Rosa. 

Esta campaña informativa pretende explicar cuales son los principales efectos que los 
tratado conocidos como el CETA (Cánada-UE), TTIP (EEUU-UE) y TISA (un tratado 
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La plataforma cordobesa se suma con esta campaña a las movilizaciones convocadas a 
nivel andaluz el próximo 28 de febrero reivindicando el papel de la agricultura 
tradicional frente a la amenaza de los tratados, que minarían este sector de la economía 
andaluza haciendo imposible el desarrollo de una agricultura sostenible y agravarían la 
condición de Andalucía como territorio periférico favoreciendo la explotación de 
nuestra precaria fuerza de trabajo y agravando igualmente la explotación de género en 
nuestra comunidad. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


